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DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL / DESISTIMIENTO TÁCITO EN ACCIÓN POPULAR / NO SE AGOTARON LOS RECURSOS / NO EXISTE DECISIÓN ARBITRARIA /  CARÁCTER RESIDUAL DE LA ACCIÓN DE TUTELA / IMPROCEDENCIA. “[S]egún se desprende de las copias adosadas, que el Juzgado, con auto del 11 de agosto de 2016, solicitó del actor popular que procediera a efectuar la publicación de que trata el artículo 21 de la Ley 472 de 1998 (f. 31 v). Como no se allanó a ello, con proveído del 4 de octubre siguiente (f. 32 v. y 33), declaró la terminación de la actuación  por desistimiento tácito; proveído que adquirió firmeza el 10 de octubre. En tal estado de cosas, se observa que el demandante dejó de lado el mecanismo de defensa judicial que tenía a su alcance, pues no interpuso, como mínimo, el recurso de reposición contra esa puntual resolución, y ahora, de manera directa, acude a la acción de tutela para procurar remediar lo que considera una desatino judicial, con lo cual olvida que la misma, por su naturaleza, es residual y solo cabe cuando se ha hecho uso de todas las herramientas con que las partes cuentan en el proceso y ellas han sido infructuosas. De donde surge que en este caso se rompió la regla de la subsidiariedad señalada en el numeral 1° del artículo 6° del Decreto 2591 de 1991, si se tiene en cuenta, además, que la acción de tutela no ha sido diseñada para revivir términos que han precluido sin un ejercicio adecuado de los mismos por el interesado en la protección, como tampoco se erige en una instancia adicional, que pueda remediar el silencio del afectado frente al recurso que en su momento pudo interponer, por lo que el amparo elevado contra el Juzgado resulta improcedente y así se declarará. No sobra decir, en todo caso, que aún si se diera por superado ese escollo, la queja se apuntalaría en un defecto material o sustantivo, al ponerse en entredicho la aplicación del desistimiento tácito en una acción popular; sin embargo, la decisión adoptada por el juzgado, por sí sola, no alcanza a trasgredir los derechos invocados por el accionante, porque la aplicación e intelección que a la cuestión le dio la funcionaria de la causa, por más discutible que le parezca al accionante, y aun si pudiera admitir otras posiciones, no lleva inserta tal vulneración, que es lo que por esta vía se puede proteger, si bien nada de arbitrario o antojadizo se advierte en ella, pues al juez de tutela le está vedado intervenir, tal como lo tiene decantado la jurisprudencia, en vista de que, en principio, una acción de esta estirpe no permite cuestionar la interpretación que un juez realiza de un determinado asunto, a menos que ella sea tan absurda que desborde la lógica, situación que no se da en el presente asunto. Tanto, que la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia, en asunto de carácter similar, así lo definió  y, por ello, no tendría visos de prosperidad el reclamo. Por infundadas, se negarán las demás pretensiones elevadas frente al Juzgado.”. 
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Acta N° 15 de enero 18 de 2017
  



Decide la Sala la acción de tutela propuesta por Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Tercero Civil del Circuito local y el agente del Ministerio Público, a la que fueron vinculados Defensoría del Pueblo Regional Risaralda, la Defensoría del Pueblo y Procuraduría General de La Nación Regionales Cali (Valle); Control Físico, Secretaría de Salud Pública Municipal y  Alcaldía de Cali (Valle).

ANTECEDENTES

Javier Elías Arias Idárraga, quien actúa en su propio nombre, demanda al Juzgado Tercero Civil del Circuito de esta ciudad, por la violación de los derechos que nomina como  “garantías procesales”.
Relata que presentó la acción popular número “2015-420” y se declaró la terminación por desistimiento tácito, figura inexistente en la Ley 472 de 1998; se pregunta si sus memoriales suspenden los términos y señala que debe ordenarse al agente del Ministerio Público que exponga si existe tal figura en esa clase de acciones o se deben aplicar los artículos 5 y 84 de la citada ley.
Pide que se ordene continuar con la acción popular; se aporte copia de la nulidad pedida por el Ministerio Público en la acción popular “2015-343” y se le imponga a esta entidad que pruebe en qué consiste su actuación y si procede el desistimiento tácito; que se disponga la aplicación de los precitados artículos de la Ley 472 y se aclare si sus memoriales paran términos.

 



Se dispuso el trámite de rigor con la vinculación de la Defensoría del Pueblo Regional Risaralda, la Defensoría del Pueblo y Procuraduría General de La Nación Regionales Cali (Valle); Control Físico, Secretaría de Salud Pública Municipal y  Alcaldía de Cali (Valle).

La Procuraduría Provincial de Cali indica que no fue vinculada a la acción popular de que da cuenta la demanda por no tener jurisdicción ni competencia en Risaralda y que, por tanto, hay una falta de legitimación de su parte, además, porque no es un órgano consultivo como lo pretende el accionante. La Procuraduría Regional Risaralda, manifestó que la intervención de la agencia está orientada, como órgano de control, a la defensa de los derechos e intereses colectivos. El juzgado hizo remisión de copias atañederas al asunto. Los demás entes guardaron silencio.
CONSIDERACIONES

Se recuerda que la acción de tutela se constituye en un medio ágil y expedito para que toda persona pueda reclamar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, si ellos son vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares.

  



Se acude en esta oportunidad en procura de la protección de las “garantías procesales”, bajo la premisa, en esencia, de que el Juzgado procedió a declarar el desistimiento tácito de la acción popular que presentó, cuando ello no es viable a la luz de la Ley 472 de 1998.
  



Reiteradamente se ha expuesto que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales
, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones. Sobre ellas, recientemente, en la sentencia SU-222 de 2016, aludiendo a la C-590 de 2005, recordó que las primeras obedecen a (i) que el asunto sometido a estudio del juez de tutela tenga relevancia constitucional; (ii) que el actor haya agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios antes de acudir al juez de tutela; (iii) que la petición cumpla con el requisito de inmediatez, de acuerdo con criterios de razonabilidad y proporcionalidad; (iv) que, en caso de tratarse de una irregularidad procesal, ésta tenga incidencia directa en la decisión que presuntamente amenaza o desconoce derechos fundamentales; (v) que el actor identifique, de forma razonable, los hechos que generan la violación y que la haya alegada en el proceso judicial respectivo, si ello era posible; (vi) que el fallo impugnado no sea de tutela. . Y en cuanto a las segundas, es decir, las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) sustantivo, (iii) procedimental y (vii) violación directa a la constitución. 
 o fáctico; (iv) error inducido; (v) decisión sin motivación; (vi) desconocimiento del precedente constitucional;
  



Se tiene aquí, según se desprende de las copias adosadas, que el Juzgado, con auto del 11 de agosto de 2016, solicitó del actor popular que procediera a efectuar la publicación de que trata el artículo 21 de la Ley 472 de 1998 (f. 31 v). Como no se allanó a ello, con proveído del 4 de octubre siguiente (f. 32 v. y 33), declaró la terminación de la actuación  por desistimiento tácito; proveído que adquirió firmeza el 10 de octubre.



 

En tal estado de cosas, se observa que el demandante dejó de lado el mecanismo de defensa judicial que tenía a su alcance, pues no interpuso, como mínimo, el recurso de reposición contra esa puntual resolución, y ahora, de manera directa, acude a la acción de tutela para procurar remediar lo que considera una desatino judicial, con lo cual olvida que la misma, por su naturaleza, es residual y solo cabe cuando se ha hecho uso de todas las herramientas con que las partes cuentan en el proceso y ellas han sido infructuosas.

  



De donde surge que en este caso se rompió la regla de la subsidiariedad señalada en el numeral 1° del artículo 6° del Decreto 2591 de 1991, si se tiene en cuenta, además, que la acción de tutela no ha sido diseñada para revivir términos que han precluido sin un ejercicio adecuado de los mismos por el interesado en la protección, como tampoco se erige en una instancia adicional, que pueda remediar el silencio del afectado frente al recurso que en su momento pudo interponer, por lo que el amparo elevado contra el Juzgado resulta improcedente y así se declarará.
  



No sobra decir, en todo caso, que aún si se diera por superado ese escollo, la queja se apuntalaría en un defecto material o sustantivo, al ponerse en entredicho la aplicación del desistimiento tácito en una acción popular; sin embargo, la decisión adoptada por el juzgado, por sí sola, no alcanza a trasgredir los derechos invocados por el accionante, porque la aplicación e intelección que a la cuestión le dio la funcionaria de la causa, por más discutible que le parezca al accionante, y aun si pudiera admitir otras posiciones, no lleva inserta tal vulneración, que es lo que por esta vía se puede proteger, si bien nada de arbitrario o antojadizo se advierte en ella, pues al juez de tutela le está vedado intervenir, tal como lo tiene decantado la jurisprudencia
, en vista de que, en principio, una acción de esta estirpe no permite cuestionar la interpretación que un juez realiza de un determinado asunto, a menos que ella sea tan absurda que desborde la lógica, situación que no se da en el presente asunto. Tanto, que la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia, en asunto de carácter similar, así lo definió 
 y, por ello, no tendría visos de prosperidad el reclamo.
   



Por infundadas, se negarán las demás pretensiones elevadas frente al Juzgado. 
 



La misma resolución de improcedencia cabe sobre la solicitud frente al agente del Ministerio Público, como quiera que no existe evidencia acerca de que se le hubiese elevado previamente una petición tendiente a que suministre las explicaciones que se impetran directamente por esta expedita vía.

   



Se absolverá a los demás vinculados, por no hallarse de su parte vulneración alguna de los derechos invocados.

DECISIÓN

En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, declara IMPROCEDENTE el amparo impetrado por Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Tercero Civil del Circuito de esta ciudad y el agente del Ministerio Público. 

Por infundadas se niegan las restantes peticiones.

Se absuelve a los demás citados al asunto.

Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992, y si no es impugnada remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

A su regreso, archívese el expediente. 

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS  

  DUBERNEY GRISALES HERRERA 
� Sentencia C-543-


� Sentencia T-388/06


� Sentencia del 19 de mayo de 2016, expediente STC6596-2016, radicación nº  66001-22-13-000-2016-00432-01, M.P. Fernando Giraldo Gutiérrez.
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